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Resumen
El presente artículo de reflexión tiene por objeto recabar información acerca de los procesos 

de detección, cuidado e intervención de sucesos de violencia en género por parte de la 
institucionalidad, con el propósito de visibilizar las dinámicas ejercidas desde la administración 
de justicia en la materialización de acciones y barreras de acceso. Para ello, se analizaron cerca 
de 50 perspectivas teóricas sobre conceptos como violencia institucional, acceso a la justicia, 
atención en el sector salud, respuesta institucional en el sector educativo, relaciones laborales, 
tolerancia social e institucional y valoración de riesgo. Como resultado de la pesquisa se encontró 
que factores políticos, económicos, sociales y culturales forman parte de la violencia institucional 
contra las mujeres por razones de género, los cuales han “normalizado” este fenómeno complejo. 
En conclusión, esta reflexión permite establecer que es imperativo asegurar el acceso a la justicia 
para proteger los derechos de las víctimas.

14	 Para citar este artículo: Rubio-Rodríguez, G. A. y García, V.C. (2022). Atención a mujeres 
víctimas de violencia institucional basada en género. Informes Psicológicos, 22(2), pp. 237-252  

	 http://dx.doi.org/10.18566/infpsic.v22n2a14
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Atenção às mulheres vítimas de violência 
institucional com base no gênero

Attention to women victims of institutional 
violence based on gender

Resumo
O objetivo deste artigo de reflexão é reunir informações sobre os processos de deteção, 

atendimento e intervenção de eventos de violência de gênero pelas instituições, com a finalidade 
de visibilizar a dinâmica exercida a partir da administração da justiça na materialização de ações e 
barreiras de acesso. Para isso, foram analisadas cerca de 50 perspetivas teóricas sobre conceitos 
como violência institucional, acesso à justiça, atenção no setor saúde, resposta institucional no setor 
educação, relações de trabalho, tolerância social e institucional e avaliação de risco. Como resultado 
da pesquisa, constatou-se que fatores políticos, econômicos, sociais e culturais fazem parte da 
violência institucional contra a mulher por razões de gênero, que têm “normalizado” esse complexo 
fenômeno. Em conclusão, esta reflexão permite estabelecer que é imperativo garantir o acesso à 
justiça para proteger os direitos das vítimas..

Palavras chave 
Violência institucional, administração da justiça, atenção primária, 

dano psicológico, violência obstétrica.

Abstract
The purpose of this reflection article is to gather information about the processes of detection, 

care and intervention of gender violence events on the part of the institutions, with the purpose 
of making visible the dynamics exercised from the administration of justice in the materialization 
of actions and access barriers. To do this, about 50 theoretical perspectives on concepts such 
as institutional violence, access to justice, care in the health sector, institutional response in the 
education sector, labor relations, social and institutional tolerance, and risk assessment were 
analyzed. As a result of the research, it was found that political, economic, social and cultural factors 
are part of institutional violence against women for reasons of gender, which have "normalized" this 
complex phenomenon. In conclusion, this reflection allows us to establish that it is paramount to 
ensure access to justice to protect the victims' rights.

Keywords
Institutional violence, administration of justice, primary care, 

psychological damage, obstetric violence..
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Introducción

A nivel histórico la búsqueda por 
garantizar los derechos de las mujeres 
ha puesto en evidencia un fenómeno de 
violencia institucional relacionado con el 
desvanecimiento del Estado de Derecho 
debido a que no consigue de manera 
efectiva asegurar la igualdad al momen-
to de acceder a la justicia (Hernández, 
2014). En efecto, los diversos estudios 
que se han llevado a cabo frente al tema 
han demostrado que los organismos es-
tatales evidencian fallas en la prevención 
y eliminación de la violencia contra las 
mujeres, incluso han llegado a convertir-
se en un aparato reproductor de dichos 
ultrajes (García, 2018; Simonetto, 2016). 
Por esta razón, no cabe duda de que la 
violencia institucional se tipifica como una 
transgresión a los derechos humanos 
que obedece a la concepción de la segu-
ridad nacional fundamentada en el orden 
público y centrada en el Estado (Bezanilla 
& Miranda, 2017). 

De esta manera, la práctica de vio-
lación de derechos por parte de fun-
cionarios estatales se debe a la idea de 
privilegiar la estabilidad del Estado por 
sobre los derechos de sus ciudadanos 
(Morales, 2017). Conviene resaltar que la 
incapacidad para garantizar a las mujeres 
sus derechos se convierte en una contra-
vención a los acuerdos internacionales, 
como la Declaración sobre la Eliminación 
de la Violencia contra la Mujer (1993) y la 
Convención de Belén Do Pará (1994), las 
cuales condenan cualquier forma de vio-
lencia contra la mujer y propenden por-
que se acojan acciones eficaces y eficien-
tes que erradiquen todo acto de violencia. 

Ahora bien, aunque en el contexto in-
ternacional la lucha por erradicar la vio-
lencia contra las mujeres se materializó 
a principios de la década de los 90’s, en 
Colombia no fue sino hasta el año 2017, 
cuando la Corte Constitucional hizo un 
pronunciamiento histórico al aceptar y 
condenar la violencia institucional contra 
las mujeres por medio de la Sentencia 
T-735 (2017). De esta manera, se estable-
ció un referente sobre la gravedad de la 
violencia institucional que se representa 
como un obstáculo para tener acceso a 
la justicia de manera efectiva y sin discri-
minación contra las mujeres (Toledano, 
Abril, del Pozo & Aguilera, 2015). 

Cabe subrayar que la violencia institu-
cional es un concepto que ha sido reco-
nocido por el Estado colombiano y está 
relacionado con aquellos hechos en los 
que las víctimas son despojadas de sus 
derechos, no se les proporciona un trato 
digno de calidad y con calidez, e inclu-
so se materializa cuando una autoridad 
nacional (Policía, Ministerios, Operadores 
Judiciales, etc.) toleran la vulneración de 
derechos a través de acciones u omi-
siones que atentan contra su integridad 
personal y familiar. Por esta razón, la De-
fensoría del Pueblo (2018) se ha mostra-
do preocupada debido a que evidencia 
en Estado la presencia de violencia ins-
titucional, así lo ratifican al observar mar-
ginación de las víctimas y el menoscabo 
de sus derechos debido a los estereoti-
pos y prejuicios que continúan vigentes 
en el accionar de “algunos servidores y 
servidoras públicas, quienes se resisten 
a aplicar la normatividad, incurriendo en 
conductas revictimizantes” (p. 2). 

En definitiva, la Corte Constitucional fue 
enfática en su fallo del 2017 cuando reco-
noció que las autoridades administrativas 
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y judiciales son responsables por aque-
llos actos de violencia institucional que 
se presenten como consecuencia del 
daño generado por sus acciones u omi-
siones. Así pues, este tipo de violencia 
se caracteriza por ser principalmente de 
naturaleza psicológica en la medida en 
que ocasiona un daño con la intención de 
desvalorizar y hacer sentir inferior a la per-
sona, generando así una baja autoestima 
en la víctima (Corte Constitucional, Sen-
tencia T-735, 2017).

Por lo mencionado hasta aquí, surgió 
la necesidad de desarrollar un estudio 
documental que comprendiera la magni-
tud del fenómeno desde diferentes pers-
pectivas teóricas, con el fin de establecer 
alternativas de solución que permitan la 
construcción de una adecuada detec-
ción, atención e intervención de estos 
casos de violencia basada en género por 
parte de la institucionalidad.  

Violencia institucional 
y acceso a la justicia
La violencia de género es un fenóme-

no con grandes repercusiones negativas 
para las mujeres. Así lo confirman Evange-
lista, Tinoco y Tuñón (2016), y Evangelista 
y Mena (2019), quienes encontraron en 
su investigación sobre violencia institucio-
nal que “en algunos países, una de cada 
cinco mujeres refiere violencia sexual por 
parte de su pareja íntima” (p. 58), una cifra 
que revela la realidad de una problemática 
que ha trascendido las fronteras y no hace 
distinción de culturas, razas, religiones o 
clases sociales. Sin embargo, la violen-
cia sexual es tan solo la evidencia de los 
factores estructurales que han construido 
históricamente un sistema patriarcal, en 

el que los derechos de las mujeres sue-
len vulnerarse sistemáticamente sin que 
exista una mediación institucional (Durán, 
2019).  

En efecto, Moriana (2016), Borrero y 
Duque (2019), así como Rodríguez y Ma-
sabel (2019), en sus estudios sobre vio-
lencia de género, sostienen que detrás 
de todo acto de violencia sexual existen 
malos tratos psicológicos y agresiones 
físicas, los cuales se agudizan debido a 
la ausencia de acompañamiento institu-
cional, razón por la cual las mujeres víc-
timas de este flagelo no suelen encontrar 
alternativas que les permitan escapar de 
la violencia de género. En este sentido, 
Chaparro (2019) en su investigación sobre 
el papel de la justicia frente la violencia se-
xual contra la mujer considera la violencia 
como un proceso y no como acciones 
aisladas.  

De acuerdo con lo anterior, es posible 
deducir que en el contexto colombiano no 
existe un compromiso efectivo por parte 
del Estado para salvaguardar la integridad 
de las mujeres y erradicar por completo 
cualquier tipo de violencia basada en gé-
nero (Abella, Ahumada, Oviedo, Ramos, 
& Torres, 2017). Por lo tanto, esta incapa-
cidad estatal de resolver el fenómeno ha 
perpetuado la aceptación en la medida 
que no hay constituido un sistema de ad-
ministración de justicia que repare inte-
gralmente a las víctimas. Frente al tema, 
Useche (2017) sostiene que la dificultad 
para acceder a la justicia sin ningún tipo 
de discriminación ha dado lugar a “un 
patrón de impunidad sistemática en los 
procesos relacionados con delitos de vio-
lencia basada en género en los que son 
víctimas las mujeres” (p. 46). Esto ocurre 
porque los casos denunciados no suelen 
ser investigados y, por lo tanto, no existe 
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ningún tipo de sanción contra los victima-
rios, tal y como lo evidencian las investiga-
ciones de Mendoza (2017), Calisaya (2017) 
y Asto (2017). 

Cabe resaltar que la violencia basa-
da en género y las barreras de acceso a 
la justicia que para ellas existen, termina 
convirtiéndose en una problemática ma-
yor en la zona rural. Así lo plantean Bena-
vides, Bellatin, Sarmiento y Campana 
(2015) quienes encontraron que las muje-
res que habitan en la zona rural suelen ser 
víctimas de violencia contra la mujer por 
razones de género con mayor frecuencia 
que en la ciudad, debido a que allí está 
presente todo un marco cultural machista 
en el que las mujeres son ubicadas en una 
condición de subyugación frente al hom-
bre, incluso, llegándoles a relegar única-
mente al espacio doméstico. Sumado a 
esto, en las comunidades rurales las mu-
jeres enfrentan mayores dificultades para 
acceder a la justicia, no solo por las ra-
zones ya mencionadas, sino también por-
que las víctimas suelen habitar en lugares 
remotos y geográficamente distintas de 
los sitios en los cuales se administra la jus-
ticia. Además, al momento de realizar las 
denuncias, las mujeres se encuentran con 
barreras culturales como el hostigamien-
to hacia quienes se sublevan de la figura 
masculina, máxime si existe un fenóme-
no de conflicto armado de forma conexa 
(Ruiz & Valencia, 2016). 

Llegados a este punto, conviene seña-
lar que el conjunto de razones menciona-
das anteriormente ha cimentado una cul-
tura de impunidad ante la violencia basada 
en género. Esta situación ha ocasionado 
que algunas mujeres conciban la agresión 
y el maltrato como parte de la cultura so-
cial en la cual se encuentran inmersas, es 
decir, terminan “normalizando” la violencia 

basada en género. Así lo confirma Pérez 
(2017) al sostener que la violencia institu-
cional ha erigido soportes culturales que 
normalizan la violencia, convirtiéndola en 
un fenómeno que está cada vez más en 
aumento. Este planteamiento concluye 
que existe una “predisposición a la violen-
cia” en contextos donde existe una cultura 
patriarcal basada en el honor y en los ro-
les de género, puesto que es en este es-
cenario donde se termina discriminando 
a la mujer al existir mayor inclinación a la 
masculinidad. 

Frente al tema, Santander (2017) sos-
tiene que en la sociedad existe un sistema 
de creencias que posicionan a algunos 
individuos de género masculino a adop-
tar ciertas conductas dañinas en contra 
del colectivo femenino, “motivados por 
un sentimiento de superioridad y venta-
ja frente al mismo” (p. 73). A partir de lo 
planteado, es evidente que sí existe una 
percepción de superioridad por parte de 
algunos individuos de género masculino 
debido a que se está presentando una 
vulneración al derecho de la igualdad, el 
cual se encuentra presente en la mayoría 
de las constituciones a nivel global. 

A partir de lo mencionado, conviene 
subrayar que la violencia contra la mujer 
no está vinculada con la inexistencia de 
un marco normativo; por el contrario, es 
significativo que, aunque existen gran va-
riedad de normas que buscan proteger a 
las mujeres frente a todo tipo de violencia, 
no se haya logrado detener el fenómeno 
y siga latente; esto demuestra que la pro-
blemática no se centra en la regla sino en 
su implementación. Evidentemente, en 
Colombia, a partir de la Constitución de 
1991, se han alcanzado avances signifi-
cativos en materia jurídica: se prohibió la 
discriminación de sexo, raza o condición, 



242

Gustavo Adolfo Rubio Rodríguez y Viviana Carolina García Callejaspp • 237-252

Informes Psicológicos 
Vol. 22 No. 2 • Julio-Diciembre • 2022
ISSN – e: 2422-3271

promulgando así un mensaje de igualdad 
y renovación que significó el rumbo de 
una nueva temporada que estaría carga-
da de avances significativos. 

Por ejemplo, la Ley 294 de 1996 regla-
mentó la prevención, la atención y la san-
ción de toda violencia de tipo intrafamiliar. 
Sin embargo, esta norma recibió poste-
riormente modificaciones a través de la 
Ley 575 de 2000. En segundo lugar, con 
la promulgación de la Ley 1257 de 2008 
se marcó un hito jurisprudencial en el te-
rritorio colombiano al adoptar el concepto 
de “normas de sensibilización” que era un 
concepto novedoso en el campo jurídico 
colombiano. De igual manera, esta Ley 
determinó derroteros sobre la prevención, 
la sanción de las formas de violencia y la 
discriminación contra las mujeres. Convie-
ne precisar, además, que fue a partir de 
esta norma que la discriminación contra 
las mujeres fue considerada una forma 
directa de ejercer violencia basada en gé-
nero. Empero, como consecuencia de las 
nuevas perspectivas adoptadas por esta 
Ley se requirieron reformas al Código Pe-
nal y de Procedimiento Penal, así como 
nuevamente fue necesario reformar la ya 
mencionada Ley 294 de 1996.

Lo aludido anteriormente demuestra 
que en los últimos años se ha reforzado 
el marco jurídico colombiano en defensa 
de los derechos de las mujeres, lo cual 
se evidencia con la creación del Decreto 
4463 de 2011 y el Decreto 4798 de 2011, 
todos estos que reglamentan la Ley 1257 
del 2008. Más recientemente se encuen-
tra la Ley 1542 de 2012 que nuevamente 
ajusta el Código de Procedimiento Penal 
para responder a los casos de violencia 
que se presenten en contra de las muje-
res. De esta manera, queda en evidencia 
que muchas de las políticas públicas en 

materia de la mujer en el Estado Colom-
biano se quedan en expresiones nomina-
les y en construcciones jurídicas, pero ca-
recen de un compromiso directo por parte 
de la estructura institucional en pleno.

Al respecto, los investigadores Londo-
ño, Rubio y Castro (2017) encontraron que 
las mujeres no suelen denunciar debido al 
temor que les genera una retaliación por 
parte de sus victimarios, lo cual es un po-
sicionamiento que está fundamentado en 
la desconfianza que tienen frente al siste-
ma judicial, en tanto consideran que los 
hechos quedarán impunes y esto termi-
nará por afectarles aún más. 

Por lo anterior, Osorio, Barrera y Henao 
(2019) concluyen que es un imperativo 
para los Estados a nivel global empezar 
a repensar los sistemas de atención exis-
tentes, con el fin de humanizarlos desde 
el enfoque restaurativo para garantizar los 
derechos fundamentales a las víctimas. 
Para ello, autores como Garay (2017), 
Arranz (2015) y Verduzco (2015) compar-
ten la idea de promover la prevención de 
la violencia contra la mujer por razones 
de género y fortalecer la institucionalidad 
para responder a las víctimas; de esta for-
ma, se estaría acabando con la revictimi-
zación por parte de las autoridades encar-
gadas, se salvaguardarían las vidas de las 
víctimas y se recuperaría la confianza en el 
sistema judicial (Espinoza, 2019; Medina, 
2019). Para conseguirlo, se recomienda 
repensar el marco normativo existente y 
centrar las acciones en proteger con em-
patía hacia las víctimas de esta violencia, 
con el propósito de garantizar una justicia 
restaurativa en violencia de género (Gon-
zález & Méndez, 2020). Sumado a esto, 
Casallas, Rodríguez y Ardila (2019) reco-
miendan también fortalecer la forma en 
la que se atienden a las víctimas de este 
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flagelo, lo cual no sería posible sin la exis-
tencia de un marco normativo fundamen-
tado en la empatía y el reconocimiento de 
la mujer sin discriminación alguna. 

Como se ha evidenciado en este apar-
tado, el fenómeno de violencia contra la 
mujer está estrechamente relacionado 
con la violencia institucional, en la medida 
en que las mujeres víctimas de este flagelo 
encuentran diversas barreras de acceso 
al sistema judicial de forma igualitaria. En 
este sentido, para resolver esta problemá-
tica se requiere, como lo plantean Lastra, 
García, Llanos, Manzo, & García (2019), 
transformar las particularidades culturales 
que han reproducido la visión patriarcal de 
la sociedad, para garantizar así una mayor 
incidencia de las mujeres en los diferen-
tes aspectos de la vida cotidiana; de esta 
forma, se les estaría empoderando y esto 
facilitaría el acceso a la justicia de manera 
efectiva, al menos al romper las barreras 
culturales. Para logarlo, Bonilla, Gómez y 
Godoy (2019) proponen fortalecer las ini-
ciativas en materia de comunicación, con 
el fin de que éstas se materialicen en cam-
pañas contra la violencia de género, como 
una forma de visibilizar la problemática 
para que la institucionalidad se vea obliga-
da a actuar ante la presión social. 

Presencia de la 
violencia institucional 

en el contexto de 
la salud, laboral y 

educación
La violencia de género presenta múlti-

ples factores y, por lo tanto, para el sec-
tor de la salud constituye todo un reto su 
atención. En efecto, desde la Organización 

de los Estados Americanos -OEA- (1994) 
se ha instado a las comunidades cientí-
ficas y a los profesionales del sector sa-
lud, para que desarrollen protocolos que 
permitan detectar aquellos casos en los 
que hay presencia de violencia contra la 
mujer por razones de género, como una 
forma de actuar con rapidez y mitigar así 
el menoscabo de la salud física y mental 
de las víctimas. Al respecto, Fernández 
(2015) sostiene que una pronta y adecua-
da atención a mujeres víctimas de violen-
cia, facilita que ellas puedan reconstruir 
sus vidas y minimizar las consecuencias. 

Ahora bien, para garantizar una aten-
ción apropiada, Valdés, García y Sierra 
(2016) plantean que es indispensable que 
los funcionarios de la salud tengan la for-
mación necesaria para brindar una aten-
ción fundamentada en la sensibilidad. 
Para ello, se requiere de una constante 
capacitación para que sea mucho más 
práctica la detección de mujeres víctimas 
de violencia de género, y poder así ac-
tuar diligentemente. Sin embargo, es ne-
cesario precisar que lo citado no es una 
labor sencilla, en la medida que las muje-
res maltratadas suelen acudir a consultas 
con menor frecuencia. Por lo tanto, jun-
to a la capacitación de los profesionales 
también se requiere diseñar campañas 
encaminadas a masificar la asistencia de 
las víctimas a los centros de salud. 

En este punto es ineludible señalar 
que la baja asistencia de las víctimas de 
violencia contra la mujer no solo se debe 
al temor de ser descubiertas y mostrar-
se vulnerables, también se debe al hecho 
que muchas mujeres han sido violentadas 
por parte del personal de salud de mane-
ra directa o indirecta, en lo que respecta al 
ámbito físico y psicológico, lo cual termina 
por afectar los lazos de confianza entre 
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las víctimas y los profesionales de la salud 
(De los Santos, 2016). En muchos casos, 
según lo demuestra la investigación en 
mención, en las instituciones que brindan 
la atención en salud las mujeres se enfren-
tan a un discurso patriarcal arraigado que 
termina materializándose en las prácticas 
de médicos y enfermeras que menosca-
ban los derechos de las mujeres. 

Por otra parte, el sector de la salud tie-
ne una gran responsabilidad frente al des-
cubrimiento y abordaje de las víctimas de 
violencia de género, incluso autores como 
Arce, Fariña & Vilariño (2015) sostienen 
que son el primer paso en la ruta de aten-
ción; sin embargo, la labor se hace cada 
vez más compleja cuando las conse-
cuencias de la violencia no se evidencian 
físicamente, sino que suelen trascender 
al modelo biomédico, haciendo que no 
pueda ser valorada al no existir lesiones. 
Por esta razón, Rojas, Gutiérrez, Alvarado 
y Fernández (2014) subrayan la importan-
cia de construir una interrelación funcional 
entre el personal médico y las víctimas 
de violencia de género, con el fin que sea 
más fácil la detección de secuelas psico-
lógicas y, por lo tanto, se les pueda brin-
dar a estas mujeres una atención efectiva. 
No obstante, para que esto sea posible es 
indispensable que se trascienda el para-
digma biomédico, para pasar a una visión 
biopsicosocial de la salud. 

Cabe anotar que esta labor sensibili-
zadora ya se encontraba presente en los 
centros médicos, pero estaba bajo la res-
ponsabilidad del personal de trabajo social 
o de psicología. Por esta razón, el cambio 
del paradigma incluye integrar a todo el 
personal del sector de la salud (Ferrara, 
Galán & Razzetti, 2019). Inclusive, para 
facilitar la detección y la atención de muje-
res que han sido víctimas de violencia de 

género, los autores antes mencionados 
recomiendan fortalecer la atención ambu-
latoria o en casa, como una forma de op-
timizar la prevención de este fenómeno y 
respaldar un abordaje completo a las vícti-
mas en los casos que sea requerido. Para 
esto, la creación de redes es fundamental 
para evitar la dispersión de los sujetos que 
se encuentran recibiendo atención, para 
que así no se pierda el acompañamiento 
y el apoyo. 

Sin embargo, la realidad del sector 
salud no es la misma para todas las víc-
timas, puesto que existe un escenario 
mucho más complejo para abordar: el 
de las mujeres con discapacidad mental 
que han sido víctimas de violencia sexual 
o tratos crueles e inhumanos al interior 
de instituciones psiquiátricas. Al respec-
to, González y Miranda (2018) manifiestan 
que todo tipo de violencia que se presen-
te en un centro de atención psiquiátrico, o 
de cualquier disciplina dentro del campo 
de la salud, bien puede ser considerada 
como violencia institucional y cuenta con 
las mismas características de victimiza-
ción y revictimización que ocasiona el 
Estado. Por lo tanto, evidenciaron en su 
trabajo que estas formas de violencia tie-
nen lugar en contextos donde no se cuen-
ta con un acceso efectivo a la justicia y 
en donde las autoridades encargadas no 
realizan un acompañamiento permanente; 
esto se tipifica como una situación que es 
aprovechada para victimizar a las mujeres, 
apropiándose de sus cuerpos y sacando 
provecho de la ausencia institucional. 

Una situación similar ocurre con las 
mujeres que son portadoras de VIH, 
puesto que, según Arévalo (2018), son 
víctimas de violencia institucional, debi-
do a su estado de vulnerabilidad. En este 
escenario es evidente que los centros de 
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salud tienen una gran responsabilidad por 
derrumbar las barreras culturales que se 
han levantado en contra de esta pobla-
ción, con la intención de integrarlos a la 
vida social, es decir, la atención no debe 
estar centrada solamente en mejorar su 
estado de salud, sino que debe ir más 
allá, y propender por garantizarles condi-
ciones de vida dignas y en situación de 
igualdad con los demás miembros de la 
sociedad. Esta labor del sector de la salud 
tiene tanta importancia que no solo está 
relacionada con el accionar al interior de 
las instituciones, por el contrario, debe 
extenderse a otros contextos para mitigar 
las repercusiones como la violencia intra-
familiar contra la mujer, en donde debe 
existir una diligente respuesta del sector. 

Frente al tema, las autoridades guber-
namentales en distintos países han auna-
do esfuerzos para construir un protocolo 
de atención en salud para víctimas de 
violencia sexual. Según la investigación 
adelantada por Caballero, Gómez y Nar-
váez (2019), la necesidad de crear estas 
medidas institucionales radica en el he-
cho que la violencia sexual constituye una 
afectación significativa de los derechos 
fundamentales de los sujetos y, por tan-
to, exige de parte de todos los sectores 
diseñar medidas eficaces que restituya a 
las víctimas de manera integral. No se tra-
ta únicamente de brindar atención, tam-
bién se requiere un firme compromiso del 
sector de la salud con la prevención, la 
detección, el acompañamiento y la resti-
tución de derechos que le permitan a la 
víctima recuperar su funcionamiento en la 
sociedad. 

 Llegado a este punto, es necesario 
mencionar que en el sector de la educa-
ción también existe presencia de violen-
cia de género, debido a los arraigados 

discursos patriarcales que subyugan a 
la mujer y la marginan de los escenarios 
de participación (Trujillo, 2019). En efec-
to, la investigación de Barreto y Flores 
(2016) encontró que en las universidades 
existen vacíos normativos que protejan a 
las mujeres de la violencia de género en 
todas sus formas, así como tampoco se 
hallaron sanciones efectivas para quie-
nes llegan a cometer actos de violencia 
de genero hacia las mujeres, en especial, 
porque muchas de éstas, al interior de 
estos centros de formación, se presentan 
de forma simbólica. Sin lugar a dudas, la 
“violencia de género afecta la inclusión de 
las mujeres en la Universidad, debido a los 
efectos negativos en las personas que las 
padecen” (p. 202), a tal punto, que llega 
a generar un bajo rendimiento escolar y, 
finalmente, se materializa en la deserción 
escolar (Barreto & Flores, 2016). 

Sin lugar a duda, la educación cum-
ple un rol fundamental en la sociedad, 
no solo por su participación en la forma-
ción de sujetos, sino también en su pa-
pel reproductor de ideales y principios. 
En este sentido, Mingo y Moreno (2015) 
plantean que en las instituciones educa-
tivas se establecen complejas relaciones 
entre hombres y mujeres que terminarán 
institucionalizándose o formalizándose 
en la sociedad. En este sentido, cuando 
no existe una sanción real y efectiva por 
parte de las instituciones educativas frente 
a los actos de violencia de género, esto 
se termina convirtiendo en una forma de 
propagación del fenómeno y, por lo tanto, 
constituye un tipo de violencia institucio-
nal que requiere de prontas medidas que 
brinden una solución a la situación. 

Algo similar a lo planteado ocurre en 
el contexto laboral, donde la violencia 
de género se ha convertido en todo un 
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problema social que no logra resolverse. 
Al respecto, Díaz, Cardarelli, Ansoleaga y 
Toro (2017) consideran que este fenóme-
no sigue vigente gracias al predominio de 
una estructura patriarcal en la que predo-
mina el hombre por encima de la mujer, lo 
cual genera que en el sector empresarial 
se erijan relaciones laborales desiguales 
entre los géneros y se termine privilegian-
do al hombre. En este sentido, la ausen-
cia de respuestas estatales se materializa 
como una forma de violencia institucional, 
donde las mujeres permanecen expues-
tas a todo tipo de agresiones, bien sean 
directas o indirectas, sin que se le garanti-
ce un acceso efectivo a la justicia.  

Tolerancia social 
e institucional y 

valoración de riesgo
Teniendo en cuenta todo lo que se ha 

mencionado hasta el momento, la revisión 
documental encontró que la mayor preo-
cupación de la organización ONU Mujeres 
(s.f.), es asegurar que se investiguen todos 
los casos en los que se presenta violen-
cia institucional en contra de las mujeres. 
En este sentido, su propuesta radica en 
el fortalecimiento de las investigaciones y 
en la garantía de que exista una sanción 
real para quienes actúan de manera inde-
bida, como una forma de restablecer los 
derechos de las víctimas y recuperar su 
confianza, a fin de que deseen denunciar 
cada vez que exista un acto que menos-
cabe su integridad.

 En este orden de ideas, la propues-
ta de esta organización está enfocada 
en tratar con la debida seriedad cada 
uno de los reportes que reciban sobre 
irregularidades que se presentan a nivel 

institucional. Sumado a esto, conviene in-
dicar que la ONU Mujeres (s.f.) busca inte-
grar a la labor de la defensa de derechos 
a toda la población y todos los sectores 
sociales; para ello, construyeron un teji-
do comunicacional con la pretensión de 
identificar las actuaciones indebidas de 
los funcionarios estatales y fortalecer así 
los procesos de detección y atención. 

Otro de los planteamientos que se en-
contró con relación a la valoración de ries-
go, está relacionado con las mujeres que 
han sido víctimas de violencia de género 
en el contexto del conflicto armado. Frente 
al tema, Ruiz y Valencia (2016) encontra-
ron que, en los escenarios de conflicto, 
las mujeres son quienes más se ven afec-
tadas, porque sus cuerpos se convierten 
en el campo de batalla, razón por la cual 
sufren de agresiones sexuales, físicas e 
incluso mutilaciones, como en el caso de 
las mujeres que han sido víctimas de mi-
nas antipersonal. 

En efecto, esta investigación encontró 
que no solo la mujer es víctima cuando 
las consecuencias del acto violento re-
caen sobre su identidad, también existe 
una forma de violencia indirecta hacia la 
mujer cuando se ataca a los miembros 
de su familia, puesto que es allí cuando 
a la mujer se le despoja de su vida y se 
le lleva a un contexto en el que todas las 
responsabilidades del hogar y el cuidado 
de sus familiares afectos recae sobre ella. 
Lo mencionado anteriormente está fun-
damentado en el hecho que las mujeres 
víctimas de violencia indirecta se ven obli-
gadas a adoptar un rol para el cual no es-
tán preparadas, adquiriendo nuevas res-
ponsabilidades las cuales deben afrontar 
sin ninguna forma de acompañamiento; 
precisamente, es allí donde se materializa 
la violencia institucional, además, porque 
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se deben de enfrentar a un sin número 
de barreras para acceder a la justicia de 
forma efectiva en el contexto del conflicto. 

Conclusiones

La presente revisión documental ha 
sido de gran importancia para compren-
der la magnitud de un fenómeno multi-
causal con repercusiones significativas 
en la estabilidad social. Sin lugar a duda, 
se ha demostrado que, si bien existe un 
interés creciente por parte de académi-
cos y científicos en comprender el tema, 
no parecieran haber muchas alternativas 
de solución. Sin embargo, cada investi-
gación permite establecer que las muje-
res quedan con un daño que requiere ser 
restaurado cada vez que sufren violencia 
de género y, por lo tanto, el acceso a la 
justicia se convierte en un aspecto tras-
cendental del proceso de reparación. En 
consecuencia, cuando dicho acceso a la 
justicia no existe y el acto queda impune, 
esto supone un daño mayor para la víc-
tima quien termina siendo revictimizada 
como resultado de la inoperancia del apa-
rato judicial. 

Por lo anterior, una respuesta integral 
al fenómeno de la violencia de género 
por parte del Estado residiría en erradicar 
la violencia institucional. Así, la prioridad 
debe ser eliminar los obstáculos que im-
posibilitan acceder a la justicia en términos 
de igualdad y sin discriminación, antes de 
pensar en la promulgación de mayores 
códigos que planteen sanciones que no 
pueden llegar a materializarse de forma 

efectiva. No obstante, hasta el momento, 
lo que demuestran las investigaciones es 
que las mujeres víctimas de violencia de 
género han tenido que enfrentarse por sí 
mismas a complicadas situaciones para 
tener acceso a la justicia, incluso, en mu-
chas ocasiones arriesgando su integridad 
ante la imposibilidad de que el Estado les 
garantice la seguridad. 

En este sentido, la mujer en estado de 
vulnerabilidad para acceder a la justicia se 
convierte en una labor muy compleja, bien 
sea porque a razón de su edad no son 
tenidas en cuenta, como es el caso de las 
menores de edad o las mujeres de la ter-
cera edad, o porque la sociedad les dis-
crimina como consecuencia de su estado 
de salud, o, incluso, porque no cuentan 
con las mismas capacidades intelectuales 
que el grueso del colectivo social. En to-
dos estos casos las barreras no solo son 
de acceso a la justicia, sino también de 
articulación con el pleno de la sociedad. 

Ante esta realidad, todos los sectores 
tienen la responsabilidad de aportar a la 
localización y cuidado de las víctimas de 
violencia de género, puesto que, cuando 
no se le entrega toda la responsabilidad a 
la institucionalidad, se estaría trabajando 
en pro de erradicar la violencia institucio-
nal que revictimiza a las mujeres afectadas 
por este fenómeno. Como se puede ob-
servar, la violencia de género no se solu-
ciona solamente con un marco normativo, 
esta es la visión reduccionista que termina 
por ser insuficiente a las necesidades de 
las víctimas; por el contrario, va mucho 
más allá y requiere una respuesta integral: 
la salud, la educación, lo laboral, lo jurídi-
co y las organizaciones gubernamentales 
les corresponde atender con eficiencia las 
parvedades que padecen las mujeres víc-
timas de este flagelo.
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Lo mencionado hasta el momento 
permite plantear que, para garantizar los 
derechos de las mujeres que han sido 
víctimas de violencia basada en género, 
resulta imperativo superar los vacíos e 
irregularidades en la aplicación del marco 
jurídico. Además, es necesario erradicar 
los patrones socioculturales discrimina-
torios que permean la institucionalidad y 
generan procesos de revictimización. 

Aunque es importante reconocer que 
se han logrado significativos avances en 
materia de administración de justicia en 
Colombia, también es necesario subra-
yar sobre el hecho de que el exceso de 
formalismo hace que las víctimas no se 
sientan confiadas de denunciar porque 
en ellas se ha implantado un imaginario 
de que la justicia no les va a creer. Así 
pues, ante la incapacidad del Estado para 
proteger a las víctimas son ellas precisa-
mente quienes deben afrontar la situación 
con los pocos recursos que tienen y esto 
las deja en una relación claramente des-
igual que las ubica en riesgo de padecer 
un aumento progresivo de la violencia que 
se ejerce en su contra que, en el peor de 
los escenarios, terminará con la pérdida 
de una vida ante la mirada indiferente de 
la justicia. 

Sumado a esto, es válido sostener 
que la violencia basada en género se 
debe principalmente porque aún siguen 
vigentes muchos estereotipos sociales 
acerca del rol de las mujeres y la función 
que cumple una pareja dentro de la es-
tructura jerárquica. Esto ha hecho que se 
mantenga la hegemonía del patriarcado 
y el machismo en estructuras sociales 
tan importantes como la familia. Ade-
más, los estereotipos han trascendido y 
terminan generando barreras de acceso 
a la atención institucional, psicosocial y 

jurídica, limitando así la atención de las 
víctimas y desconociendo por completo 
sus necesidades. 

Por lo anterior, para resolver este fe-
nómeno la investigación documental aquí 
socializada evidenció que se necesitan 
los siguientes aspectos:

1.	 El abordaje de la atención a las vícti-
mas debe generarse desde un enfo-
que diferencial de género.

2.	 Se debe mantener la confidencialidad 
de la víctima denunciante, proteger la 
información personal, así como la de 
su familia y entorno más cercano.

3.	 La activación de las rutas de atención 
debe generarse en el momento opor-
tuno con celeridad y atendiendo a los 
principios de eficacia y eficiencia. 

4.	 Respetar en todo momento los de-
rechos de las víctimas, dentro de 
los cuales se encuentra la disposi-
ción a emprender acciones legales 
contra del presunto o los presuntos 
agresores. 

5.	 Evitar cualquier tipo de revictimiza-
ción en todas las etapas de la ruta de 
atención. 

6.	 Respetar en todo momento el princi-
pio de buena fe ante las mujeres que 
denuncian, para lo cual es indispen-
sable eliminar los cuestionamientos 
innecesarios e impertinentes, las de-
nigraciones de la experiencia de vida 
y erradicar cualquier tipo de culpabili-
zación. Ante esto, es imperioso evitar 
emitir juicios o indagar más allá de lo 
estrictamente necesario para la acti-
vación de las rutas.



249

Atención a mujeres víctimas de violencia institucional basada en género pp • 237-252

Informes Psicológicos 
Vol. 22 No. 2 • Julio-Diciembre • 2022

ISSN – e: 2422-3271

7.	 No se deben permitir ningún tipo de 
estereotipos sociales, económicos, 
sociodemográficos o de género a lo 
largo de la atención a las mujeres víc-
timas de violencia.

8.	 En ningún momento las acciones 
llevadas a cabo a lo largo del proto-
colo y de las rutas de atención de-
ben interferir en el accionar judicial, 
puesto que no representan la sus-
titución de los mecanismos legales 
consagrados en el marco normativo 
colombiano.

Es importante recordar en todo mo-
mento que la labor de protección a las 
víctimas de la violencia basada en género 
es ardua y precisa de un alto grado de 
compromiso; por lo tanto, se espera que 
este trabajo sea un aporte significativo 
para todas las entidades regionales que 
redunde en el bienestar de las víctimas. Si 
bien el camino es largo, con este trabajo 
investigativo que permitió la identificación 
de las barreras de acceso a las que se 
enfrentan las víctimas, se continúa el trán-
sito hacia la erradicación de todo tipo de 
violencia basada en género.
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